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INTROOUCCION 

Este trabaJO lo realicé can el sano propósito de aportar una 

idea aunque modesta pero sincera a los compañeros que por pr1mera 

vez se interesan por introdu::::1rse en el conocim1ento del Derecho 

Internacional Privado al caso concreto de la aplicación de las 

sentencias extranJeras en el Distrito Federal 1 para la cual se a 

llevado a cabo una 1nvest1gac1ón de las teorias, doctrinas y 

puntos de vista de grandes egregios de la materia, así como la 

aplicación de la legislación vigente. 

Así m~smo dentro de este trabajo se da el antecedente 

h1stor1co de la aplicación de las sentencias eKtranjeras o en 

'otras-palabras la aplicación ael exequatur, palabra que designa 

la formula que ordenaba la ejecución de una sentencia extranJera. 

La base iundamental en la que descansan los procedimientos 

JUridicos para dirimir situaciones a la aplicación de las 

sentencias extranJeras parten de nuestra Carta Magna, Código 

Federal de Procedimientos C1v1les y el Código de Procedimientos 

Civiles para el Distritci~· Federal. Teniendo 
:'. 

la Jerarquía 

correspondiente los Tratados y Convenios Internacionales en que 

participe nuestra Nac:on. Como es el caso con la República 

Dom1n1cana <Tratado de Amistad, Comercio y Navegación>, con los 

Estados Unidos de América, Canad~ y España <EJecución de 

Sentencias Penales). 
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Siendo su procedimiento el que determine l.a ley al case 

concreto ya que ésta como ya se menciono da mayor prioridad a lo 

que determina el artículo 133 Constitucional que vienen siendo 

los tratados y convenios internacionales y a falta de estos el 

segu1m1ento jurídico que encuacra el COdigo Federal de 

Proced1m1entos Civiles, en correlación con el COdigo de 

Proced1mientos Civiles para el Distr1to Federal, teniendo por 

nombre técnico jurídico el de EXEQUATUR. 

Siguiendo la anterior estaremos en las meJores condiciones 

de aplicar la ley a las situaciones jurídicas en las que se 

encuentre inmersa toda sociedad c1v1l1zada en el concierto 

internacional, debido al auge del intercambio comercial, por lo 

cual las personas que en ella intervienen necesitan la seguridad 

JUridica sin que a está en su aplicación la detenga frontera 

alguna. 
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CAPITULO PRIMERO 
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DENOMINACION 

Antes basándose falsamente en el concepto de saberanía 

absoluta no se solian aceptar las sentencias extranJeras. Poco a 

poco.se a impuesto el criterio contrario, partiendo de varios 

razonamientos: primer término, que si el derecho es 

extraterritorial en muchos caso, no habría razon para no 

reconocer igual e~traterritor1al1dad a las sentencias que al fin 

no son más que derecho aplicado; por otra parte uQa sentencia 

puede constituir un derecho adquirido que es preciso respetar y 

finalmente, la colaboración internacional cada vez más estrecha 

es otro motivo para que se apliquen y ejecuten las sentencias 

extranJeras. 

Así mismo se a determinado en el ámbito del oerecho 

internacional privado la necesidad de aplicar las sentencias 

extraterritoriales con apego a la reciprocidad internacional, 

as1 como con la intervención de los órganos JUrisd1cc~ona1es de 

los ~stados donde se aplicará, todo esto conlleva al principio de 

que la Justicia no debe detenerla frontera alguna. 

Esto seria una acepsión a la opinión que hace el maestro 

Ralael de Pina y Castillo Larrañaga que nos dice: 

"Las sentencias, no sólo tienen eficacia dentro de los 

limites del Estado en que actúan, sino que pueden extenderse 
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fuera de su territorio en determinadas condiciones, no debe de 

encontrar obstaculos en las fronteras de ningún Estado. u,1.. 

Asimismo otros autores determinan que la eJecuciOn de la 

sentencia extranJera es una forma de cooperación en la 

realización de fines comúnes a todos los Estados y que sólo 

debiera ser negociados por motivos fundados, es decir cuando el 

ejercicio de la función jurisdiccional en un Estado determinado 

no ofreciese las garantías que a la administración de JUSticia 

deben de exigirse en todos las pueblos civilizados. 

La comunidad internacional acepta que la aplicación de 

sentencias eKtranjeras en Estada diferente de dende fueran 

emitidas da la seguridad a todo ciudadano de reconocimiento de 

sus derechos determinados por órganos judiciales competentes, 

todo esto de acuerdo a la reciprocidad que haya en estos. 

Es sabido que la aplicabilidad del derecho extranjero dentro 

de un ambito juridico diferente, trae consigo el choque con el 

derecho patrio cuando no reune .los requisitos exigidos _par este 

por lo que es necesaria la declaración del exequatur, resolución 

dada por el Estado esto en base de los tratados o convenios 

internacionales, en las normas jurídicas internas del país que 

colabora en la efectividad de un lallo oef initivo. 

Arellano, García Carlos, Derecho Internacional Privado, 
Editorial Porrua S.A., Séptima Edición, Pags. 765 y 766. 



Por sentencia de.Einitiva debe de entendersE::.> que es la que 

pone fin a la situación jurídica controvertida que a sido 

presentada al juzgador para su decisión. 

De acuerdo a lo anterior para la aplicación de .!as 

sentencias extranjeras se debe de apoyar jurídicamente en: 

'a> Tratados internacionales 

b) Convenios intergubernamentales 

c) ~n las normas JUrídicas internas del país receptor 

Estas normas pueden coexistir en su apl1caciOn, referente a 

esto manifiesta Rafael de Pina y Castillo Larrañaga que para la 

11 resoluc1ón, de los problemas que plantea la eJecuci6n de la\3 

sentencias extranjeras hay que atender en primer término a los 

tratados, y en caso de no haberlos a la legislación interr.a a.l 

país de órigen del fallo judicial y a la del país en que ésta 

haya de ejcutarse. 

Llegando así al procedimiento que conduce a admitir 

judicialmente la .Euerza obligatoria en un país donde se dicto es 

casi siempre que el juez del lugar donde quiere hacerse cumplir 

la declare ejecutoria. 

Uno de los principios fundamentales del régimen 

internacional público es que las autoridades de un país no tienen 
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poder coercitivo en ~l territorio de otro Estado n1 sobre los 

individuos que lo habitan. Las autoridades extranjeras no pueden 

aquí emplear la fuerza para compeler el cumplimiento de lo 

ordenado por una sentencia extranjera, pues aqui los poderes 

públicos locales conservan la exclusividad del imperio de la 

coerción. 

Por lo tanto, si alguien quiere obligar a otros el 

cumplimiento de un Íallo judicial extranjero, debe de acudir al 

Juez del lugar del pretendido cumplimiento no bastando lo 

decret.1do u ordenado por el Juez extranjero, lo cual conduce a la 

homologac16n por el Juez 

e>cequatur. 

local, esto será designado como 

"El objeto primordial del exequatur es el reconocer el 

carácter de cosa juzgada de la sentencia dictada por un tribunal 

eKtranjero. Quiere decir que las partes deben de atenerse a lo 

que decide, y no pueden volver a discutirlo en jurisdicción de 

otro país. Mes JUdicata por veritate habetur, aún más alla de las 

fronteras políticas. El segundo objeto del exequatur, 

consecuencia de aquel, es darle fuerza ejecutoria, es decir, 

poner la fuerza local al servicio de lo que manda hacer las 

sentencias extranJeras. Aqui en general se distinguen las 

sentencias civiles de las penales y administrativas pues el 

exec'Jatur sólo cabe para aquellas sin discución; siendo debatible 
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la fuerza extraterritorial de la decisión penal. 112 

Oea cuerdo a lo anterior el exequatur es la resolución 

judicial por medio de la cual el tribunal competente de un 

determinado Estaco autoriza la eJecución en su terr1tar10 de una 

sentencia extranjera. 

Asi m1smo·e1 COdigo Civil·para el Dist'rito Federal prevee la 

ejecución de sentencias en los articula 12, 13, 14 15 y 3006, los 

cuales dicen que: 

11 Artí.culo 12.- Las leyes ·mexicanas rigen a todas las 

personas que se encuentren en la República, así como los 

actos y hechos ocurridos en su territorio o Jurisdicción y 

aquellos que se sometan a dichas leyes, salva cuando estas 

prevean la aplicación de un derecho extranJero, y salvo, 

además, lo previsto en los tratad~s y convenciones de que 

MéM1co sea parte.'' 

"Articulo 13.- La determ1nac1ón del derecho aplicable se 

hará conforme a las siguientes reglas: 

I.- Las situaciones Jurídicas validamente creadas en las 

entidades de la República o en un Estados extranjero 

Enciclopedia Jurídica Omeba, ·Tomo XI, Editorial Ancalo, 
S.A., Buenos Aires, Arge~tin~, pag. 514 
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conforme a su derecho, deberán ser reconocidas, 

II.- El estado y capacidad de las personas físicas se rige 

por el derecho del lugar de su domicilio, 

III.- La constitución, reg1men y extinción de los derechos 

reales sobre inmuebles, asi como los contratos de 

arrendamiento y de uso temporal de tales bienes, y los 

bienes muebles, se regirán por el derecho del lugar.de su 

ubicación, aunque ~us titulares sean extran3eros 1 

IV.- La fcrma de los actos JUridicos se regirá por el 

derecho del lugar en que se celebren. Sin emDargo, podrán 

su3etarse a !as formas prescritas en este COd1go cuando el 

acto haya de tener efectos en el Distrito Federal o en la 

República tratándose de materia feoeral; y 

V.- Salvo lo previsto en las fracciones anteriores, los 

efectqs JUridicos de los actos y contratos se regirán por el 

derecho del lugar en donde deban de eJecutarse, a menos de 

que las partes hubieran designado validamente la 

aplicabilidad de otro derecho. 

Articulo 14.- En la aplicación del derecho eKtranjero se 

observará lo siguiente, 
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I.- Se aplicará como lo haría el JUez extranjero 

correspondiente, para lo cual el JUez podrá allegarse la 

información necesaria acerca del texto, vigencia, sentido y 

alcance legal de dicho derecho; 

II.- Se aplicará el derecho sustantivo extranjero, salvo 

cuando dadas las especiales circunstancias del caso, deban 

tomarse en cuenta, con carácter excepcional, las normas 

conflictuales de ese derecho, que hagan aplicables las 

normas sustantivas mexicanas o de un tercer Estado; 

III.- No será impedimento para la aplicación del derecho 

extranjero, que el derecho mexicano no prevea instituciones 

o procedimientos esenciales a las institucion extranjera 

ap!icable, 

análogos¡ 

si eKisten instituciones o procedimientos 

IV.- Las cuestiones previas, preliminares o incidentales que 

puedan surgir con motivo de una cuestión principal, no 

deberán resolverse necesariamente de acuerdo con el derecho 

que regule a esta ~ltima, y 

V.- Cuando diversos aspectos de una relación Jurídica esten 

regulados por diversos derechos, estos serán aplicados 

armonicamente, procurando realizar las finalidades 

perseguidas por cada una de tales derechos. Las dificultades 
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causadas por la aplicación simultánea de tales derechos se 

resolverán tomando en cuenta las exigencias de la equidad en 

el caso concreto. 

Lo dispuesto en el presente artículo se observará cuando 

resultare aplicable el derecho de otra entidad de la Federación. 

Articulo 15.- No se aplicará el derecho extranJero: 

1.- Cuando artificiosamente se hayan evadido principios 

fundamentales del derecho meKicano, debiendo el juez 

·determinar la intención fraudulenta de tal evasión; y 

II.- Cuando las disposiciones del derecho eMtranjero o el 

resultada de su aplicación sean contrar{os a principios 

o · instituciones fundamentales del orden pCJblico 

mexicana. 

11 Articulo 3006.- Los actos ejecutados o los contratos 

otorgados en otra entidad o en el extranjero, sólo se 

inscribirán si dichos actos o contratos tiene el carácter de 

inscribibles conforme a las disposiciones de este Código y 

del Heglamento del Registro Póblico. 11 

S1 los documentos respectivos aparecen redactados en idioma 

extranjero, y se encuentran debidamente legalizados deberán ser 
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previamente traducidos por perito oficial y protocolizados ante 

notario. 

Las sentencias dictadas en el extranJero sólo se registrarán 

s1 no estan en desacuerdo con leyes mexicanas y si ordena 

eJecuc1ón la autoridad competente. 

Los articules anteriores se refieren en amplitud de la 

aplicación de las sentencias tanto a nacionales como a 

CK~ranJeros y la coacción que der1be de las sentencias sobre 

bienes inmuebles sobre la demarcación correspondiente en que 

tenga su jurisdicción el Juez que aplicará la ley lo anterior es 

lógico-jurídico ya que el JUez que puede aplicar determinada ley 

sobre personas o cosas que esten al momento a su alcance 

jurídico, deben dar seguimiento a la fuerza legal. 

Es de observarse que el Código Civil para el Distrito 

1--ederal aplica la lex fori o sea el derecha intern.O y no el 

extranjero, más sin embargo en base al articulo 18 párrafo ~uinto 

en correlación con el articUlo 133 de nuestra Carta Magna 

establece que: 

"Articulo 18.-••• las reos de nacionalidad mexicana que se 

encuentran compurgando penas en paises extranJeros, podrán 

ser trasladados a la República para que cumplan sus condenas 

con base en los sistemas de readaptación social previstos en 
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este articulo, y los reos de nacionalidad extranJera 

sentenc1ados por delitos del orden federal en toda la 

República, o del fuero camón en el Distrito Federal podrán 

ser trasladados al país de su órigen o residencia, 

SUJetandose ~ los tratados internacionales que se hayan 

celebrado para ese efecto. Los gobernadores del ~stado 

podrán solicitar al EJecutivo Federal, con apoyo en las 

leye~ locales respectivas, la inclución de reos del orden 

común en dichos tratados. El traslado de los reos sólo podrá 

efectuarse con consentimiento e><preso. 11 

"Articulo 133.- Esta Constitución, las leyes del Congreso de 

la Unión que emanen de ella y todos los tratados que esten 

de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el 

·Presidente de la República, con aprobación del senado, serán 

la Ley suprema de toda la Unión. Los ¡ueces de cada Estado 

se arreglaran a dicha ~onstitución Leyes y Tratados, a pesar 

de las disposiciones en contrario que pueda haber con las 

Constituciones o leyes de los Estados. 11 

Si bien es cierto que nuestro proceder Jurídico siempre 

tiene por pauta la Le>< Fori o sea la aplicación del derecho 

interno, también es muy cierto ~ue la necesidad de tener 

relaciones 1ntergubernamentales da por lógica el que se der1ben 

de estas, varios tratados a convenios 1nternac1anales, lo cual es 

JUsto y necesario para la actividad y cambio 1nternac1onal en el 
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que se encuentran las sociedades civ1l1zadas y asi .uarle su cause 

legal (artículo 133 constitucional>. 

Respecto a ejecución de sentencias, Eduardo J. Couture 

expresa que es 11 el conJunto de actos dirigidos a asegurar la 

eficacia práctica de la sentenc1a. 1109 

El Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal 

en su artículo 429 dice: 

"El auto en que se declare que una sentencia a causado'o no 

eJecutoria no admite más recurso que el de responsabilidad. 11 

Además es de mencionarse que Eduardo J. Couture hace 

referencia a diversas clases de sentencia y eKpone: 11 Son 

sentencias declarativas o de mera declaración aquellas que tienen 

por ObJeto la pura declaración de la existencia o ineKistenc1a de 

un derecha ••• no van más alla de esa declaración. Son sentencias 

de condena todas aquellas que imponen el cumplimiento de una 

prestación, ya sea en sentido positivo (dar o hacer> ya sea en 

sentido negativo <no dar o abstenerse). 

"Se denominan, por último sentencias constitutivas aquellas 

que, sin limitarse a la mera declaración de un derecho y sin 

09 Couture, J. Eduardo, Fundamentos del Derecho Procesal 
Civil, ob. c.it. Arellano García Carlos, pag. 783 
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establecor una condena al cumplimiento de una prestación, crean, 

modifican o extinguen un estado Jurid1co. 

De acuerdo a esta clsif icación de sentencias, en realidad 

las únicas que requerirían eJecución en el extranJero serían las 

de condena. Las otras unicamente plantearían el problema de su 

reconocimiento para estar en condiciones algún efecto Jurídico en 

el extra.nj;a;ro. 

De acuerdo al Derecho Internacional se pueden clasificar las 

reso!ucione~ en:· 

al Sentencias internacionales; 

bl Las dictadas por algl'.m tribunal internacional¡ 

cr Las sentencias fiscales; 

d) Las sentencias c1v1les; 

el Las sentencias mercantiles; y 

f) Las sentencias penales. 

Las únicas sentencias suceptibles de ejecutarse conforme a 

les 'reglas contenidas, son las sentencias civiles lato sensu o 

sea las que versan sobre materia civil o mercantil. 

11 
••• lo cierto es que las legislac1ones internas de les 

Estados, cuando se enfocan a regir la ejecución de 

sentencias extranJeras se refieren a las sentencias 
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relativas a la materia civil y mercantil exclusivamente. 11 a+ 

Por lo que las autoridades extranjeras no pueden emplear la 

fuerza para hacer cumplir su sentencia, ya que para esto sólo 

deberá ser aplicada la ley loca! y esta será la única que puede 

aplicar la coerción en su territorio, asi lo ordena en sus 

articulas 17 y 21 de nuestra Carta Magna, que dice: 

"Articulo 17.- Ningúna persona podrá hacerse JU~ticia por si 

misma, ni eJercer violencia para reclamar sus derechos. 

Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia 

por tribunales que estarAn expeditos para impartirla en !os 

plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus 

resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su· 

servicio será gratuito, quedando, en consecuencia prohibidas 

las costas Judiciales. 

Las leyes federales y locales establecerán los medios 

necesarios para que se garantice la independencia de los 

tribunales y la plena ejecución de sus resoluciones. 

Nadie puede ser aprisionado por deudas de carácter puramente 

civil. 

11 Artíc:ulo 21.- La imposición de las penas es propia y 

exclusiva de la autoridad Judicial. La persecución de los 

~ Arellano Garcia Carlos, ob. cit., pag. 783 
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delitos incumbe al Ministerio Póblico y a la Policía 

Judicial, la cual estará bajo la autoridad y mando inmediato 

de aquél. Compete a la autoridad administrativa la 

aplicación de sanciones por las infracciones de los 

reglamentos gobernativos y de policía, las que únicamente 

consistirán en multa o arresto hasta por treinta y seis 

horas; pero si el infractor no pagare la multa que se 

hubiese impuesto, se permutará ésta por el arresto 

correspondiente, que no eKcederá en ningún caso de treinta y 

Si el infractor fuese jornalero, obrero o trabajador, no 

podrá ser sancionado con multa mayor del importe de su 

Jornal o salario de un día. 

Tratándose de trabajadores no asalariados la multa no 

eKcederá del equivalente a un día de su ingreso." 

Por lo que se denominará exequatur al procedimiento para 

aplicar una resolución definitiva eKtranjera, esta debe ser 

homologada por el JUez loca·l de acuerdo a su normatividad 

jurídica. 
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TERMINQLOGIB y CQNCEPTQ DE EXEQUBTUR 

·TERMINO LOGIA: 

La palabra exequatur es eminentemente latina y quiere decir 

"En el siglo XVIII se emp1esa a utilizar para designar la 

formula que ordenaba la ejec:uc:ión de una sentencia 

e><tranjera o foranea. 1111 

CONCEPTO: 

hn la actualidad el e><equatur se designa al pracedimient.o 

que hace posible la eJecución de resoluciones dictadas por 

tribunales extranjeros. 

En el Derecho Canónico.- "Era el pase que daba una autoridad 

del Estado a las bulas y Rescriptos pontif 1c1as (respuesta de! 

papa a los preces en que se les pide alguna gracia, privilegio o 

dispensa>, para que fueran observadas como legislac:ión 

nac1onal. 11
'"-

11 Cabanellas Guillermo, Diccionar10 de Derecho Usual, Tomo 
II, Oc:tava Ed1c:1ón, Ed1tor1al Heliasta, S.R.L., pag. 146 

Cabanellas Guillermo, D1cc1onar10 de Derecho Usual, Tomo 
II, Oc:tava Ed1c:ión, Editorial Heliasta, S.R.L., pag. 146 
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En el Derecho Internacional Pt:lbl1ca.- "La venta necesaria 

para los agentes diplomát1cas para ejercer sus funciones en el 

territorio del Estado al que sean destinados y que es otorgada 

por el Jefe del poder eJecutivo sobre su territorio nacional de 

una sentencia o laudo arbitral em1t1da por JUeces e><tranJeros." 

En el Derecho Internacional Privado.- "Es el procedimiento 

Judicial por medio del cual el tribunal competente de un 

determinado ~stado, ordena la ejecución soore su territorio 

nacional de una sentencia o laudo arbitral emitida por Jueces 

e><tranjeros." 7 

Dentro del Derecho Internacional Privado se •anejan dos 

proced~mi~ntos para aplicar el eKequatur, y estos son: 

a) ~l de rev1s10n; y 

bl El de control. 

En el de rev1siOn el Juez tiene casi las mismas· facultades 

que si se tratase de un nuevo JUicio y asi el juez otorga o niega 

el e><equatur lo cual desvaloriza la 

obstaculizando el espíritu universal de la Justicia en el ámbito 

1nternac ional. 

Cabanellas Guillermo, Dicc1onar10 de Derecho Usual, Tomo 
II, Oct~va Edicion, Ed1tor1al Hel1astd, S.R.L., pag. 14b 
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El de control es el que realiza nuestra legisl.ación mediante 

claásula de rec1prac1dad, se 

Estado del que solicite dicha 

ejecutaran las provenientes 

ejecución. El juez receptor 

del 

se 

limitará par lo tanto a verificar la regularidad internacional de 

la sentencia del juez emisor. 
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CONFLICTO JURISDICCIONAL 

El sistema que niega toda autoridad a las leyes eKtranJeras 

o que hace derivar la autoridad extraterritorial de las mismas 

del beneplácito del soberano o del interés recipr~co, debe de 

considerarse como fundada en el moda eMagerado de entender el 

principio de la independencia de los tstados. Será sin embargo 

una verdad permanente que los intereses generales deben de 

conciliarse siempre con los intereses nacionales y con el respeto 

debido a los derechos de la soberanía territorial; pero debe de 

reputarse como error evidente el sostener que no hay reglas 

juridicas para determinar la competencia legislativa de cada 

poder soberano respecto de las persona, de los bienes, de las 

sucesiones, de los contratos, del procedimiento de la ejecución 

de las sentencias eMtranjeras, etc,. 

"Cuando los efectos que pueden producir en el territorio del 

Estado el reconocimiento de la autoridad de una Ley 

eMtranjera son atentatorias al imperio absoluto de las 

Leyes, sería una necesidad inevitable negar a dicha Ley 

e>ttranjera toda e~icacia. 11 • 

Será siempre una verdad que las reglas JUrid1cas formuladas 

Fiare Pasquale, Principio para resolver los conflictos 
entre las Leyes, Editorial Madrid F. Gongora, Tomo Segundo, 198&, 
pag. 105 
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por los Jurisconsultos no podrán ser positi.vas para los 

legisladores y magistrados si no han sido aceptadas por los 

Estados mismos mediante tratados. 

Los principios generales relativos a la autoridad 

territorial y extraterritorial de las leyes sólo pueden ser 

obligatorias para los Estados mediante los correspondientes 

tratados. 

Los ciudadanos de todos los países reclaman que se resuelvan 

de un modo uniforme los conflictos entre las d1versas 

legislaciones civiles y comerciales, a fin de que en el rápido y 

continuo movimiento progresivo de los hombres y negocios, pueda 

cada cual conocer con seguridad la ley que debe de seguir y que 

Código puede protegerlos. 

Las reglas de Derecho Internacional propiamente dichas sólo 

pueden convertirse en reglas de derecho positivo mediante el 

consensus gentium, y por consiguiente, sólo por tratados 

generales por ellos estipulados podrá establecerse un derecho 

uniforme para resolver los conflictos entre leyes de los diversos 

Estados. 

~or lo que la competencia es y ser~ siempre una aptitud 

derivada de la ley de cada territorio libre y soberano para 

eJercitar derechos y cumplir obligaciones, siendo por lo tanto la 
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potestad de un órgano de Jurisdicción para ejercerla en un caso 

concreto. En e! s1stema mexicano, se depós1ta de acuerdo a la ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en el articulo lo. 

e! que establece" que: 

"Articulo lo.- t:.l Poder .Judicial de la Federación se ejerce: 

I.- Por la Suprema Corte de Justicia de la Nac1on; 

II.- Por los Tribunales Colegiados de Circuito; 

III.- Por los Tribunales Unitarios de Circuito; 

IV.- Por el Jurado Popular Federal; y 

V.- Por los tribunales de los Estados y del Distrito 

Federal en los caso~ previstos por el articulo 107, 

fracción XII de la Constitución Politica de los Estados 

Unidos Mexicanos, y en los demás en que, por 

disposición de la ley deban de actuar en auxilio de la 

justicia .tederal. 11 

De la misma manera se determina la competencia de la 

aplicación de derecho para el Distrito Federal en la ley Orgánica 

de los Tribunales de Justicia del Fuero Camón para el Distrito 

Federal en el articulo primero que dice: 

11Artículo lo.- Corresponde a los Tribunales de Justicia del 

Fuero Común del Distrito Federal, dentro de !os términos que 

establece la Constitución general de la República la 
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facultad de aplicar las leyes en asuntos civiles y penales 

del citado fuero; lo mismo que en ios asuntos del arden 

Eederal en los casos que expresamente las leyes de esta 

materia les confieran JUrisdicción. 11 

Por lo anterior se determina que se debe de aplicar el 

derecho Jurisdiccional propio de cada Estado, siendo su esfera 

Jurídica la que determine la ley, en virtud de conformar el 

Distrito Federal parte de la Federación como lo establece el 

artículo 43 Constitucional que a su letra dice: 

"Articulo 43.

los l:.stados 

Las partes integrantes de 

de Aguascalientes, Baja 

California Sur, Campeche, Coahuila, 

la Federación san 

CalíEornia, Baja 

Colima, Chiapas, 

Chihuahua, Durango, GuanaJUato, Guerrera, Hidalgo, ~alisco, 

México, Michoacan, Morelos, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, 

Puebla, ~uerétaro, Quintana Hao, San Luis Potosi, Sinaloa, 

Sonora, Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz, Yucatan, 

Zacatecas y Distrito Federal. 11 

Por lo anterior se puede decir que los juzgados que se 

encuentren dentro de la Jurisdicción del Distrito federal tienen 

la competencia para otorgar o negar el exequatur. 

·sus 

Por lo tanto el Código Civil para 

artículos 12 1 13 1 14 y 3006 
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jur1sa1cc1ona1 para los actos jurid1cos que se !leven a cabo para 

su apl1cac1ón soore personas o bienes <ya sean estos inmuebles o 

muebles>; siempre y cuando se encuentren dentro de la demarcación 

JUr1d1ca o sean transéuntes en ella. 

Por lo que toca al Código de Procedimientos Civiles en 

correlación con los artículos mencionados establece en su 

artículos 143 y 144 1 lo siguiente: 

11 Artículo ll+3.- Toda demanda debe .formularse ante juez 

competente .. 

"Articulo 144.- La competencia de los tribunale~ se 

determina por la materia, el grado y territorio. 

La _competencia viene siendo en si la potestad de un órgano 

de Jurisdicción para ejercerla en un caso concreto .. 
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CAPITULO SEGUNDO 



SOLUCION DE LOS CONFI ICTOS JURISDICCIONALES 

En relación a las normas Jurídicas aplicables para 

resolverse los problemas de competencia Judicial se a insistido 

por la doctrina en la vigencia de la "Le>< t-ori 11
• 

las 

"La competencia de los Jueces es un tema procesal y .las 

formas procesales se rigen por la ley del tribunal. ~or 

tanto se a defendido, primeramente, que la ley de.l tribuna! 

e$ la aplicable para resolver los conflictos de competencia 

judicial. Sobre este particular afirma Michel Vecino: 11Si 

bien la relación Jurídica controvertida debe de ser regulada 

por normas procedentes, como hemos v.isto, de un ordenamiento 

extraJero, sin embarga, el proceso no puede dejar de ser 

regulado eMclus1vamente por la ley del tribunal, trat~ndose 

coma se trata de normas de derecho público; en otros 

términos, la relación procesal se forma, se desarrolla, 

concluye y produce sus efectos siguiendo la ley procesal del 

Estado al cual pertenece el Juez. 11
• 

Las formas procesales se refieren al procedimiento civil y a 

eJecuciones, siendo necesariamente, ae la competencia 

exclusiva de la Le:< For1. Establecen en e.Eec.to, el procedimiento 

que permite acudir a los tribunales y a la tram1tac1ón de los 

11tig1os. Por la f1nal1dad que persiguen, es preciso que sean 

• Arellano Barcia ~arlas, Ub. Cit. pag. 771 
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generales en cada país, es decir obJetivas. La JUst.icia no podría 

funcionar en un lugar determinado si las reglas de procedimiento 

variasen con los litigantes. Dichas reglas no han sido 

establecidas en interés particular, si no en interés colectivo, y 

la colectividad resultar1a perJud1cada si la Lex Fori no se 

aplicase. Por lo tanto la aplicación de la Ley Fori existe en el 

contexto general de todo país soberano. 

En consecuencia, las leyes de cada pais referentes al 

proced1m1ento civil y a las ejecuciones, rigen todos los trámites 

procesales que tengan lugar en el mismo. Aunque no exista texto 

legal alguno acerca de este punto, el acuerdo es unanime en esta 

cuestion y nadie la discute. 

Según Martín Wolff: 

11 Para afirmar derechos por vía JUdicial rige el derecho del 

lugar en que se trámita el proceso, o sea la Lex Fori. Un 

Juez sólo debe de tener en cuenta las normas procesales de 

su demarcación 3urisd1cciona1. 11
.1.

0 

El extranjero que demanda al nacional debe de estar 

supeditado a lo oue establece el Juez competente que pueda 

eJercer el poder de coerción sobre persona o bienes de la parte 

demandada. 

10 Arellano García Carlos, Ob. Cit. ?ª9• 775 
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Es recomendable que los tratados internacionales del Derecho 

Internac1ana! Privado, establezcan cr1ter1os de so!uc1ón a !OS 

conflictos de competencia JUr1sd1ccional a nivel internacional, 

en virtud de que al querer aplicar una sentencia extranJeras 

deben de estar supeditados a los criterios Jurídicos de las 

legislaciones locales lo cual trae consigo la insertidumbre 

JUrídica en las relaciones económicas internacionales. 
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CQOPtRACION INTERNACIONAL 

Uno de los principios fundamentales dentro del ámbito del 

Derecho Internacional es e! respetar la soberanía de todos los 

tstados reconocidos y par lo mismo la aplicación de sus normas 

jurídicas en su jurisdicción, por lo que es nececesario la 

Cooperación Internacional para que el espíritu de la Ley no tenga 

fronteras todo esto mediante tratados " convenios 

1nternac1onales, dando con esto una mayor seguridad a los actos y 

hechos JUríd1cos que se llevan a cabo dentro de cualquier 

sociedad en que se apliq~e normativ1dad Jurídica, y que la misma 

pueda ser reconocida en diferente lugar de donde fué emitida. 

"Como la JUrisd1cción del Juez se circunscribe a determinada 

porción del territorio y no puede ejercerla más allá; sucede 

algunas veces que sea necesario practicar un acto procesal en 

lugar diverso de dicho territorio, en cuyo caso es forzoso acudir 

a la autoridad Judicial competente solicitando su cooperación. De 

esta necesidad han nacido los exhortos, los despachas y las 

cartas rogatorias 11 
• .1..1. 

Por lo que la cooperac1ón internacional se produce cuando el 

órgano jurisdiccional de un Estado esta impedido de actuar en el 

PALLAR~S EDUAHOD, Derecho Procesal Civil, Editorial 
Porrua, México 1965. 
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territorio de otro Estado 1 pera requiere de la practica de actos 

procesales en el territorio de este último Estado. Solicitando 

por lo tanto la cooperación del Estado con Jurisdicción para 

llevar a cabo notificaciones, citac1ones 1 emplazamientos o 

pruebas y en ocasiones de acuerdo a sus convenios y tratados 

internacionales, la eJecución de sentencias. 

Ahora bien en el ámbito internacional nuestro país llevo a 

cabo el "Tratado de Amistad, Comercio y Navegación" celebraao con 

fecha el veintinueve de marzo de mil novecientos ochenta con la 

República Dominicana, determinando en su artículo seKto, en el 

cual se establece la competencia sobre sucesiones y que a su 

letra cJice: 

"Artículo 60.- La sucesión respecto de bienes inmuebles se 

regirá por las Leyes del país en donde estos se hallen 

situados y el conocimiento de toda demanda o disputa sobre 

dichas sucesiones pertenecera exclusivamente a los 

tribunales de aquel país. La reclamación relativa a los dos 

países y pertenecientes a los ciudadanos del otro, ya sea 

que al tiempo del fallecimiento estuvieren en él 

establecidos o solamente se hallaren de paso, serán juzgadas 

por los tribunales o autoridades competentes del país donde 

dichos inmuebles se encontraren, pero conEorme a la 

legislación del Estado a que pertenec1a el cJitunto. '1 
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MéKico se encuentrá dentro de la Convención Interaméricana 

sabre AroitraJe Internacional, en 

siguientei 

el que se establece lo 

11 Artíc:ulo lo.- Es válido el acuerdo de las partes en virtud 

del cual se . obligan a someter a Decisión arbitral ias 

diferencias que pudiesen surgir o que hayan surgido entre 

ellas con relación a un negocio de carActer mercantil. El 

acuerdo respectivo constará en el escrito fir~ado por las 

partes o en el canje de cartas, telegramas o comunicaciones 

por tele><. 11 

"Articulo 2o.- El nombramiento de los arbitras se hará en la 

forma convenida por las partes. Su designación podr~ 

'delegarse a un tercero, sea éste persona natural o Jurídica. 

Los arbitras podrán ser nacionales o e><tranJeros. 11 

11 Artículo 3o.- A falta de acuerdo eKpreso entre las partes 

el arbitraje se llevará a cabo conforme a las reglas de 

procedimiento de la Comisión Interaméricana de Arbitraje 

Comercial. 11 

ºArticulo 4o.- Las Jientencias o laudos arbitrales no 

impugnables según la Ley o reglas procesales aplicables, 

tendrán luerza de sentencia Judicial ejecutoriada. Su 

eJecuci6n o reconocim1ento podrá eK1girse en la misma forma 
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que de la sentencia dictada por tribunales ord1nar1os 

nacionales o extranJeros, según las Leyes procesales del 

pais donde se ejecuten, y lo que establezcan al respecto los 

tratados internac1onales. 11 

11 Articulo So.- Sólo podrá denegar el reconoc1miento y la 

eJecucién de la sentencia, a solicitud de la parte contra la 

cual es invocada, si ésta aprueba ante la autoridad 

competente de! Estado en que se pide el reconocimiento y la 

ejecución : 

a>.- Que las partes estaban SUJetas a algun3 1ncapac1dad en 

virtud de la Ley que le es aplicable o que dicho acuerdo no 

es v~lido en virtud de la Ley a que las partes lo han 

sometido, o s1 nada se hubiere· indicado a ese respecto, en 

virtud de la Ley del Estado en que se haya dictado la 

sentencia; a 

bl .- (.fue 

arbitral 

la 

no 

parte 

haya 

contra la cual invoca la sentencia 

sido debidamente nct 1 E icada de la 

designación ael arbitro o del procedimiento de arbitraje, o 

no haya podido, por cualquier otra razón hacer valer sus 

medios de defensa; o 

e).- Que la sentencia se refiera a una diferencia no 

prevista en el acuerdo de las partes de somet1m1ento al 

35 



procedimiento arbitral, no obstante, si las d.ispociones de 

la sentencia que se refieren a las cuestiones sometidas al 

arbitraje pueden separarse de las que no hayan sido 

sometidas al arbitraje, se podrá dar reconocimiento y 

e3ecuci6n a las primeras¡ o 

d).- Que la constitución del tribunal arbitral o el 

procedimiento arbitral no se hayan ajustado al acuerdo 

celebrado entre las partes o, en defecto de tal acuerdo, que 

la constitución del tribunal arbitral o el procedimiento 

arbitral no se haya ajustado a la Ley del Estado donde se 

haya eEectuado; o 

e).- Que la sentencia no sea aón obligatoria para las partes 

o ~aya sido nula o suspendida por una autoridad competente 

del Estado en que, conforme o cuya Ley, haya sido dictada 

esa sentencia. 

También se podrá denegar el reconocimiento de una sentencia 

arbitral si la autoridad competente del Estado en que se 

pide el reconocimiento y la ejecución comprueba: 

a).- Que, según la Ley de este Estado, el obJeto de la 

d1ferenc1a no es suceptible de solución por vía de 

arbitraJe; o 
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"b).- Que el reconocimiento a la ejecución de la sentencia 

sean ·contrarios al orden público del mismo Estado." 

"Articulo 60.- Si se ha pedida a la autoridad competente 

prevista en el articulo quinto, párrafo primero inciso e>, 

la anulación o la suspención de la sentencia, la autoridad 

ante la cual se invoca dicha sentencia podrá, s1 lo 

considera-procedente aplazar la decisión sobre La eJecución 

de la sentencia y, a solicitud de la parte que pida la 

ejecución, podrá también ordenar a la otra parte que otorgue 

garantías apropiadas. 11 .a.a 

De acuerdo a lo anterior México se apega a los 

procedimientos que establecen las normas mencionadas sin que 

estas contravengan 

nuestro Código de 

Federal. 

los lineamientos JUrid1cos 

Procedimientos Civiles para 

que 

el 

contiene 

Distrito 

Así mismo Mé><ico a llevado a cabo "Tratados en Aplicación de 

Sentencias Penales" con: 

"Tratado entre los estados Unidos Méxicanos y los f:stados 

Unidos de América, sobre la ejecución de sentencias penales 

(firmado en la ciudad de MéK1co, Distrito Federal el 

•a ARELLANO BARCIA ~AkLOS, ob, cit. pag. 797 
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veinticinco de noviembre ·de mil novecientos s~tenta y seis, 

y aprobado por la H. Cámara de Senadores del Congreso de la 

Unión, el día treinta de diciembre de mil novecientas 

setenta y seis). 11 

11 Tratado entre los Estados Unidos Mé><1canos y L:anadá, sobre 

la eJecución de sentencias penales (firmado en la ciudad de 

Ottawa, Canadá el veintidós de noviembre de mil novecientos 

setenta y siete, y aprobada por la H. C~mara de Senadores 

del ~ongreso de la Unión, el día treinta de noviembre de mil 

navec ientas setenta y ocho> • 0 

11 Tratado entre las t:.stados Unidos Mé><icanos y t:.spaña, sobre 

la eJecución de sentencias penales (~irmado en la ciudad de 

México, Distrito Federal el día seis de febrero de mil 

novecientos ochenta y siete, y aprobado por la H. Cámara de 

Senadores del Congreso de la Unión, el día diec1ocho de 

septiembre de mil novecientos ochenta y siete> • 11 

Los tratados mencionados tienen su sustentación Jurídica en 

nuestra Carta Magna (Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos) en los artículos 18 y 133, estableciendo: 

"Articulo 18.- SOlo por delito que merezr.a ••• 

Los reos de nacionalidad meK1cana que se 

compurgando penas en paises extranJeros, 
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trasladados a la República para que cumplan sus condenas con 

base en los sistemas de readaptación social previstos en 

este articulo, y los reas de nacionalidad extranJera 

sentenciados por delitos del orden federal en toda la 

República, o del fuero común en e! Distrito Federal, podrán 

ser trasladados del país de su origen o resulencia, 

suJetándose a los tratados internacionales que se 'hayan 

celebrado para ese efecto. Los gobernadores de los ~stados 

podrán solicitar al EJecutivo Federal, con apoya en la Leyes 

locales respectivas, la inclusión de reos del orden comOn en 

dichos tratados, El traslado de !os reos sólo podrá 

efectuarse con su consentimiento expreso. 11 

11 Art:i.cula 133.- Esta Constitución, las Leyes del Congreso de 

la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén 

de acuerdo con la misma, celebradas y que se celebren por el 

Presidente de la ~ep~blica, con aprobación del Senado serán 

la Ley Suprema de toda la Unión. Los Jueces de cada Estado 

se arreglarán a dicha Constitución, Leyes y Tratados a pesar 

de las disposiciones en contrario que pueda haber en ias 

Constituciones o Leyes de los l:.stados." 

Por lo que es de obse~varse que nuestra legisljc1ón sustenta 

los tratados internacionales necesarios para una meJor relacion 

intergubernamentales, dandoles a las mismas grado de 

constitucionales, por lo que si hay tratados o convenios a 
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determinados casos concretos la LeK Fori quedará en segundo 

término. 

"º 



CAPITULO TERCERO 
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SISTEMAS EN EL OTORGAMIENTO DE 18 EJECUCION DE 

S~NUNCIAS HTRANJERAS C EXED!!AIUR) 

ºEl derecho es una ciencia eminentemente lógica, y s1 

nuestros legisladores han concedido a todos los extranJeros en 

México el goce de todas las garantías civiles, segón el tenor 

expreso de nuestra Const1tuc1ón, y eso sin condición alguna y sin 

entender por tanto a lo que se haga con los mex¡canos en las 

naciones extranJeras, no hay razón entonces para deternenos en 

los senderos del progreso y de la JUsticia, ante el 

reconocimiento de un derecho declarado y aquilatado ya por otra 

soberanía, en interés meramente privado. 111~ 

Frente a la sentencia firme dictada por un tribunal 

eKtranjero, el ordenamiento jurídico nacional puede aplicar 

cualesquiera de los siguientes sistemas: 

11 a) .- Negar enteramente eficacia a la sentencia extranjera, 

roqu ir iendo en todo caso un nuevo proceso ante !os 

tribunales nacionales, en el cual se pronuncie una nueva 

sentencia, completamente independiente de la extranjera 

ts1stema territorialista>; 

Pérez 
lluadalajara 
pag. 312 

Verdia Luis Derecho Internacional Privado, 
- Invest1gac1ones de Derecho del Estado - 1968, 
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b).- Condicionar la eficacia de la sentencia extranjera a un 

examén completo - tanto de terma como de fondo - del proceso 

de la sentencia extranjera, el cual culmina con una nueva 

5entencia, que puede confirmar, revocar o modificar la 

9entencia extranJera (sistema de revisión>; 

e>.- Heconocer la eficacia de la sentencia extranjera, 

previo un breve proced1m1ento eL cual tiene por obJeto que 

el tribunal nacional verifique que la sentencia eKtranJera 

cumpla con determinados requisitos formales fijadas en la 

Ley o Tratados Internacionales, y que respete el orden 

póbl1co nacional, para, en caso afirmativo ordenar su 

ejecución (sistema de procedimiento de ejecución de 

sentencia extranjera 11 Exequatur 11 >; 

d) .- Negar o ajustar la ejecución de la sentencia e>etr.anJera 

atendiendo exclusivamente a factores circustanciales 

Csistema discrec1onal). 11 .a. ... 

~n México se ha optado por el sistema del procedimiento 

llamado de 11 E>eequatur 11
, a través del cual el tribunal reconoce 

eficacia a la sentencia extranJera que cumplan determinados 

requ1s1tos formales y no sean contrarias a! orden público, y 

ordena como consecuencia, su ejecución procesal. Se trata de un 

Becerra Hernández Javier, Reconoc1m1ento y tJecuc1ón de 
las Sentencias Civiles EMtranJeras, MéKico, Escuela Libre de 
Derecho - 1967, pags. 41 y 42 

43 



procedimiento 

extranJeras. 

de reconocimiento y eJecución ~e sentencias 

PHOCEDIMI~NTO PARA EL OTORGAMIENTO 

tn los países con un sistema federal como es el caso de 

MéKico, en los que coexiste, por un lado, un ordenamiento 

JUridico y una organización de tribunales de carácter federal y 

por el otro, sendos ordenamientos jurídicos y orgaaizaciones de 

los tribunales para cada una de las Entidades Federativas, se 

plantea el problema de determinar cual de dichos ordenamientos y 

sistemas de tribunales Federales o Locales son los 

competentes para regular o decidir sobre el procedimiento de 

reconocimiento y e3ecución de las sentencias extranjeras. 

A este respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación a 

sostenido que los órganos legislativos de los Estados si son 

competentes para establecer, en la Leyes que expidan las reglas 

para que los tribunales locales reconozcan y ordenen la ejecución 

de sentencias provenientes del eKtranjero, porque esta materia no 

queda comprendida dentro de la condición Jurídica de los 

eKtranJeros <cuya regulación corresponde al Congreso de la Unión, 

según lo previene la fracc10n XVI del artículo 73 de la propia 

Constitución>, ni a sida concedida de manera expresa a los 

poderes federales, por lo que de acuerdo por lo dispuesto en el 

articulo 124 de la Constitución, los órganos respectivos de la 
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Entidades Federativas si pueden legislar sobre dicha materia. 

El doce de enero de mil novecientos ochenta y ocho se 

publicó en el Diario Oficial de la Federación, la ad1c10n al 

~ód1go Federal de Praced1m1entos Civiles con un libro cuarto, 

denominado "De la Cooperación Internacional Procesal", dividido 

en los siguientes capitules: 

I.- Disposiciones generales; 

II.- De los exhortos o cartas rogatorias internacionales; 

III.- Competencia en materia de actos procesales; 

IV.- De la recepción de las pruebas; 

V.- Competencia en materia de eJecuc:16n de sentencias; 

VI.- E¡ecuciOn de sentencias. 

Por otro lado por decreto publicado en el Diario Oficial de 

la ~ederación del siete de enero de mil novecientos ochenta y 

ocho, se adiciono. el capítulo seKta al titulo séptimo del Código 

de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, el cual, bajo 

el rubro "De la Cooperación Procesal Internac: tonal 11
, comprende 

las articulas 604 1 relativo a los eKhortos 1nternac1onales, y bO~ 

a 608, referentes al reconocimiento u homologación y ejecución de 

sentenc1as, laudos y resoluciones JUr1sd1ccionales extra~Jeras. 

En la eHposición de motivos de la in1c1ativa de la reforma 

al ~ód1go de Proced1m1entos Civiles para el Distrito rederal, 
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expresa que ambas reformas 11 tienen como prop6si.to central la 

adecuación de nuestras Leyes adJetivas civiles respecto de las 

disposiciones contenidas en las diversas convenciones 

internacionales que a suscrito México sobre la materia, ºpues no 

obstante que estas constituyen derecho vigente en nuestro país al 

haber sido legalmente celebradas, aprobadas y promulgadas, es 

conveniente que su conocimiento y su cumplimiento se propicie por 

inco.rporación a nuestros ordenamientos de aplicación cotidiana. 11 

Ambos ordenamientos señalan que sus normas son aplicables 

al reconocimiento y ejecución de sentencias, laudos y demás 

re!:>oluciones extran3eras, 11 salvo lo dispuesto por los tratados y 

convenciones por de los que MéKicc sea parte" <articulo 

qu1n1entos sesenta y nueve del Código ~ederal de Procedimientos 

Civiles y seiscientos cinco del Código de Procedimientos para el 

Distrito ~ederal>. A este respecto, cabe señalar que México firmo 

la convención ':iobre 11 Reconocimiento y EJecución de Sentencias 

Arbitrales Extran3eras", aprobada por la Organización de las 

Naciones unidas, en Nueva York, en mil novecientos cincuenta y 

echo. El gobierno de México efectóo el depósito del instrumento 

de adhesión e! catorce de abril de mil novecientos setenta y uno 

y publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintidós de 

J1Jn10 de m11 novecientos setentQ y uno, el decreto promUlgado 

respectivamente. 

Asimismo, el día ocho de mayo de mil novecientos sesenta y 
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nueve, se adoptó, en la ciudad de Montevideo, Uruguay, la 

Convención Interamericana sobre Eficacia EKtraterritorial de las 

Sentencias y Laudos Arbitrales EKtran3eros. El gobierno mexicano 

depósito el instrumento de ratificación el doce de 3unio de mil 

novecientos ochenta y siete y publicó el decreto de promulgación 

en el Diario Oficial de la Federación del veinte de agosto del 

mismo año. 

Par óltimo, el veinticuátro de mayo de mil novecientos 

ochenta y cuatro se adopto, en la ciudad de la Paz, Bolivia, la 

ºConvención Interamericana sobre competencia en la Esfera 

Internac1ona1 para la eficacia Extraterritorial de las Sentencias 

l::-.xtran3eras 11
• 

El 8obierno Mexicano depósito el instrumento de ratificación 

el dia doce de junio de mil novecientos ochenta y siete y publicó 

el decreto de promulgación en el Diario Oficial de la Federación 

el veintiocho de agosto del mismo año. 

Ahora que también el Código Federal de Procedimientos 

Civiles regula en forma detallada y completa el reconocimiento y 

e3ecución de las sentencias, resoluciones y laudos extran3eros, 

surge la ~iguiente cuestión: lEn qué casos se debe de aplicar 

aquel y en cuáles el Código de Procedimientos Civiles para .el 

Distrito Federal de la entidad federativa donde se encuentre el 

Cfom1cilia del eJecutado, o en su defecto donde· se ubiquen sus 
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bienes? (articulo quinientos setenta y tres del ~ódigo Federal 

de Procedimientos Civiles y seiscientos ceno, fracción uno romano 

del ~Odigo de Procedimientos Civiles para Distrito Federal. 

El articulo quinientos cuarenta y tres del Código Federal de 

Procedimientos Civiles da la respuesta a esta cuestión: 11 En los 

asuntos del orden federal, la cooperación Judicial internacional 

se regira por las d1sposic1ones de este Libro y demás leyes 

aplicables, salvo lo dispuesto por los tratados y convenciones de 

los que MéK1co sea parte 11
• De este modo, dichas disposiciones 

sólo se aplicarán cuando se traten de asuntos del orden federal, 

siendo éstos, los lit1g1os de carácter civil <en sentido amplio, 

incluyendo los de carácter mercantil) que, de acuerdo con el 

artículo cincuenta y cuatro, iracciones uno, dos, tres y cuatro, 

seis y nueve romana, de la Ley Orgánica del Poder ~udic1al de la 

Federación, son de la competencia, en primera instancia, de los 

Juzgados del Distrito. Cuando se trate de asuntos diferentes, 

deberán aplicarse las disposiciones del Código Federal Civil para 

el Distrito Federal o del Código de Procedimientos Civiles del 

Estado correspondiente, por los tribunales locales. 

Ambos ordenamientos <Código Federal de Procedimientos 

C1v1les y Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 

Federal), se~alan que 11 n1 el tribunal de la pr1mera 1nstanc1a ni 

el de apelación podrán examinar ni decidir sobre la Justicia o 

lnJUstic1a del fal~o, n1 sobre las motivaciones o fundamentos de 
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hecho y derecho en que se apoye, limitándose a examinar su 

autencididad y si deba o no ejecutarse conforme a lo previsto en 

el derecho nacional: Código Federal de Procedimientos Civiles, 

articulo quinientos setenta y cinco; Código de Proced1m1entos 

Civiles para el D1str1to Federal, articulo seiscientos ocho, en 

su fracción seis romano. 

Los requ1s1tos que deben de reunir las sentencias, las 

resoluciones JUrisd1ccionales y ios laudos extranJeros para que 

puedan ser reconoc1dos y ejecutados se deben de apegar a lo 

previsto en los artículos quinientos setenta y uno del Código 

~ederal de Procedimientos Civiles y seiscientos seis del Código 

de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, y son los 

siguientes: 

1.- El exhorto con que se remita debe de satisEacer las 

formalidades previstas en el Código Federal de Procedimientos 

Civiles. En particular, debe de presentarse legalizado por las 

autoridades consulares mexicanas competentes, cuando sea 

entregado directamente por parte interesada, pero no cuando sea 

ºtransmitido por conductos oficialesº (Judiciales, consulares o 

diplomáticos, o por cualquier otra autoridad competente>; y en 

caso de que venga en ~d1oma distinto del e~pañol 1 deber~ 

acompañarse de su respectiva traducción tf~acc1on primera de los 

articulas menc1onaoos en el párrafo que antecede y articules 

quinientos cincuenta a qu1n1entos cincuenta y tres del :.:ódtgo 



Federa! de Procedimientos Civiles>. 

2.- La sentencia, resolución o laudo no debe de haber sido 

dictada como consecuencia de una acción real, pues corresponde 

exclusivamente a los tribunales nacionales, conocer de las 

acciones reales sobre inmuebles Ubicados en el territorio 

nacional (fracción dos romano, de los articulas indicados y 

articulas qu1n1entos sesenta y ocho, fracción uno romano del 

Código Federal de Procedimientos Civiles>. 

3.- El juzgador que haya resuelto debe de haber tenido 

competencia, de acuerdo can las reglas reconocidas en la esfera 

internacional en que sean compatibles con las adoptadas por el 

Código ~ederal de Procedimientos Civiles, en su caso, el Código 

de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal (fracción tres 

romano de 

señalado 

los 

que 

articulas que hemos 

México f 1rmó y 

venido citando). Ya quedo 

ratihcó la convención 

11 Interaméricana 11 sobre la materia y que uno de los capitulas 

ad1c1onados al Código Federal de Proced1m1entos Civiles contiene 

reglas específ 1cas sobre este tema <Artículo qu1n1entos sesenta y 

cuatro a quinientos sesenta y ocho). 

~.- ~n el proceso en el que se haya pronunciado la 

resolución extranjera el demandado debe de haber sido emplazado 

personalmente, para asegurarle la garantía de audiencia y el 

eJercicio de sus defensas (fracción cuatro romano del articulo 
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antes invocado). 

S.- La resolución extranJera debe de tener la autoridad de 

la cosa juzgada en el país en que iué dictada o no ser suceptible 

de impugnarse por ningún recurso ordinario (fracción quinta del 

articulo antes invocado). 

6.- La acción que dió origen a la resolución extranJera no 

debe ser materia de juicio pendiente entre las mismas partes ante 

tribunales nacionales que hubieren prevenido en la causa 

<mediante el emplazamiento) o, a falta de este, que cuando menos 

el exhorto o carta rogatoria, para emplazar hubieren sido 

tramitados y entregados a la Secretaria de Relaciones Exteriores 

o a las Autoridades del ~stado donde deba de prácticarse el 

emplazamiento. Tampoco debe de haber sido materia de Juicio 

entre las mismas partes en el que ya se hubiere dictado sentencia 

definitiva de la fracción sexta de! articulo citado. 

7.- La obligación para cuyo cumplimiento se haya procedido, 

no debe ser contrario al orden público en México de la fra~ci6n 

séptima, de los artículos mencionados. 

a.- La resolución extranJera debe de llenar !os requisitos 

necesarios para ser considerada como auténtica (fracción octava>. 

E! articulo quinientos cuarenta y seis del COctigo Federal de 

Procedimientos Civiles establece que para que hagan Eé los 
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documentos póblicos extran 3eros, deberán de presen.tarse en forma 

legalizada por las Autoridades Consulares Mexicanas competentes 

conforme a las Leyes; y que les fueren transmitidos 

internacionalemente por conducto oficial, no requerirán de 

legalización. como el eKhorto, la resolución por reconocer 

también deberá de presentarse con su respectiva traducción, al 

español en su caso. 

9.- Aún cuando se cumplieran los anteriores requisitos, el 

Juzgador podrá negar el reconocimiento s1 se demuestra que en el 

país de origen no se ejecutan sentencias, resoluciones o laudos 

extran3eras en casos análogos. 

El reconocimiento u homologac1ón se tramita a través de un 

incidente. Recibido el eKhorto con los documentos anexos, que se 

señalan en los articulas quinientos setenta y dos del Código 

Federal de Procedimientos Civiles y seiscientos siete del °Cód1go 

de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, el juez, 

deberá de ordenar el emplazamiento personal de las partes para 

que ~ompare:can dentro del plazo de nueve días a exponer sus 

pretenciones y excepciones •. En caso de que oErescan pruebas, e! 

juez deberá de admitir las que fueren pertinentes y señalar fecha 

para rec1bir!asw En este incidente se deberá dar intervención al 

Ministerio Público redera! para que tenga oportunidad de opinar o 

d1ctam1nar sobre la procedencia o improcedencia del 

reccnocim1ento. 
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La resolución que e1 Juzgador dicte será apelable en ambos 

efectos (suspensivo> si niega el reconocimiento <y, por tanto, la 

eJecuciónl; y en el efecto devolutivo (eJecutiva>, si lo concede 

(articula quinientos setenta y cuatro del Código Federal de 

Procedimientos Civiles y seiscientos ocho, iracción segunda, del 

Código de ~roced1mientos Civiles para el Distrito Federal>. 

En relación con la eJecución de sentencias penales es 

necesario recordar que nuestro país a llevado tres tratados que 

más adelante se señalan, los cuales contienen para su aplicación 

el mismo procedimiento: 

ºTratado entre los t:.stados Unidos P'lé>e1canos y los Estados 

Unidos de América, sobre la ejecución de sentencias penales 

(firmado en la ciudad de MéKico, Distrito Federal el 

veinticinco de noviembre de mil novecientos setenta y seis, 

y aprobado por la H. Cámara de Senadores del Congreso de la 

Unión, el día treinta de diciembre de mil novecientas 

setenta y seis). 11 

"Tratado entre los Estados Unidos l"lé>e1canos y L:anadá, sobre 

la ejecuc i6n de sentencias penales (E trinado en la e iudad de 

Ottawa, Canadá el ve1nt1dós de noviembre de mil novecientos 

setenta y siete, y aprobado por la H. CamAra de Senadores 

del Congreso de la Un10n, el día treinta de noviembre de mil 
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novecientos setenta y oc:ho>. 11 

"Tratado entre los l:.stados Unidos Méxicanos Y.España, sobre 

la ejecución de sentencias penales (firmado en la ciudad de 

México, Distrito ~ederal el día seis de febrero de mil 

navec1entos ochenta y siete, y aprobado por la H. Cámara de 

Senadores del Congreso de la Unión, el día dieciocho de 

septtembre de mil novecientos ochenta y siete> • 11 

Procedimiento de ejecución de sentencias penales: Todo 

prccedimient'o de sentencias penales entre los Estados 

contratantes del tratado se iniciará a petición de la autoridad 

del Estado trasladante, en virtud de que ésta considera 

procedente el traslado de un reo, de tal suerte, si esta da el 

consentimiento para el traslado, la misma autoridad transmitirá 

una solicitud en ese sentido a través de los conductos 

diplomáticos a las autoridades del Estado receptor, si este 

acepta tal solicitud deberá de comunicarlos sin demora al Estado 

trasladante, e iniciará 

necesario para permitir 

lado, si la autoridad 

en forma inmediata el procedimiento 

y efectuar. el traslado del reo; por otro 

del Estado receptor no acepta tal 

sol1c:itud, habrá de hacerlo saber de la misma forma a la 

autoridad trasladante 1 por lo tanto, las autoridades al decidir 

respecto del traslado de un reo, deberán tener en cuenta 

inexcusablemente todos los factores pertinentes que contribuyan a 

que éste traslado haga posible la rehabilitación social del reo, 
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incluyendo en ello la gravedad del delito, y en su caso, los 

antecedentes p~nales del misma, si a caso este lo tuviere; el 

analis1s que se haga deberá de abarcar entre otros aspectos, 

relativo a sus condiciones de salud, también estudiará los 

vincules que se desprenden en función de su residencia, contando 

para ello con su presencia en el territorio, y en su caso las 

relaciones familiares, o de alguna otra índole que pudiese tener 

con la vida social del Estado trasladante, así como también la 

del Estado receptor. Además habrá de considerarse que si el reo 

fué sentenciado por los tribunales de uno de los Estados será 

necesaria la aprobación de las autoridades de dicho Estado, 

simultáneamente con autorización de las Autoridades Federales 

pero la autoridad del Estado receptor será la responsable de la 

custodia del reo. 

el Estado 

Receptor una 

delito por el 

trasladante 

certificación 

cual este 

deberá de proporcionar al Estado 

que contenga la tip1f1cación de1 

individuo fué sentenciado, dicho 

documento d~berA eKpresar también la duración de la eena y el 

tiempo si tuese menester que ya sea haya cumpl1do, así como 

también el tiempo que deberá de abonársele de manera favorable 

por motivo tales come buena conducta o trabajo. La certificación 

de que aquí se menciona debe contar con la traduccion al idioma 

oficial del ~stado receptor debidamente legali:aaa, también 

d~berá de proporcionar copia certLficada de la sentencia dictada 

por el tribunal competente y habrá de contener cualquier 
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•edificación que haya tenido la misma. Si esta certificación 

desde el punto de vista del Estado receptor no es suficiente, 

este podrá en todo tiempo solicitar cualquier información 

complementaria al Estado trasladante. 
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CAPITULO CUARTO 
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EJECUCION DE LAS SENTENCIAS EXTRANJERAS 

(lXEQUATUR) 

Otorgamiento del eHequatur.- De acuerdo a le citado en los 

·anteriores capitules se observa que corresponde al Estado 

receptor de la sentencia extranjera, lijar los requisitas de 

fondo' y de forma que a de llenar la sentencia extranjera para que 

esta pueda eJecutarse, teniendo en cuenta también s~ el Estado a 

llevado a cabo tratado internacional con el Estado que le 

sol1c1ta. 

Por lo que para aplicar la sentencia eKtranjera se debe de 

seguir de acuerdo a la legislación aplicable a las situaciones 

jurídicas del ámbito del Derecho Internacional Privado, en los 

que sea partícipe nuestro pais los siguientes pasos: 

1.- Debe ser concedido el exequatur por el Estado en el que 

se pretende ejecutar la sentencia. 

2.- Las autoridades facultadas para otorgar el eKequatur es 

la que señale ei Estada de·recepci6n de la sentencia eJecutarse. 

3.- Es necesaria una solicitud y un procedimiento, tanto la 

sol1c1tud como el procedimiento lo regula el Estado de recepc10n 

de la sentencia, o un tratado internacional. 
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4.- Como requisito de forma: 

ESTA 
SAlll 

TESIS 
DE LA 

NI DEIE 
llBLllTECA 

a) Debe de revisarse si la autoridad que dicto la 

sentencia es competente de acuerdo con la ley del 

pais de procedencia de la sentencia. 

b) S1 de acuerdo can la ley del pais de recepción sus 

tribunales son competentes para conocer del 

JUlc10, en caso contrario no debe de eJecutarse la 

sentencia • 

e) ~s preciso que el fallo a ejecutarse tenga el 

carácter de casa juzgada. 

d) ~s menester que la sentencia sea suceptible de ser 

ejecutada. 

e> La sentencia no debe de contravenir el •orden 

póblico del paiS de recepción. 

f) Debe de referirse el fallo a una materia en la que 

pueda concederse ei exequatur de acuerdo con la 

norma Jurídica 1nternac1onal o interna aplicable. 

g) El sujeto que habrá de suErir la ejecución deberá 
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ser una persona privada. 

h> Se velara por la satisfacción del derecho d• 

audiencia de la parte que se afectara por la 

ejecución. 

En relación a las sentencias penales las cuales deben de 

aplicarse en base a los tratados y convenios que se hayan 

celebrado (Estados Unidos, Canadá y Cspaña>, es de observarse que 

los lineamientos jurídicos de nuestro país en su articulo 

dieciocho constitucional, determina que el traslado de los reos 

sólo podrá efectuarse con su consentimiento expreso, por lo que 

antes de llevar a cabo todo procedimiento diplomático para 

extrad1cción debe hacerse incapie esta garantía 

constitucional. 
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EFECTOS JURIDICOS QUE PRODUCE EL OTORGRMIENTU. 

El efecto JUrid1co de una sentencia eKtranJera que como en 

toda resolución conlleva a un hacer o no hacer por las partes el 

actor y el demandado, el primero en caso de obtener un fallo 

favorable y el segundo que es el sujeto obligado a llevar a cabo 

determinados actos señalados en la sentencia extranjera la cual 

mediante el otorgamiento del eMequatur se le da el grado de 

sentencia nacional. Lo anterior es con base en los artículos 

seiscientos cuatro, seiscientas cinco seiscientos seis 

seiscientos siete y seiscientos ocho del Código de Procedimientos 

Civiles para el Distrito Federal, estableciendose en estos las 

condiciones que debe de cumplirse a fin de que tenga fuerza en la 

Repóblica Mexicana las ejecutorias eKtranjeras, sin olvidar la 

competencia local dentro de ella. 

Va se menciono que el articulo ciento ocho del Código de 

Prccedim1entos ~iviles para el 01str1to Federal remite al Código 

Federal de Proced1m1entas Civiles en lo que atañe a las 

formalidades que deben de reunir los eKhartos que se remitan al 

eKtranjero o se reciban de el (Libro Cuarto-De la Cooperación 

Internacional>. 

Por lo que las sentencias, laudos arbitrales privados y 

demás resoluc1ones JUr1sd1ccionales eKtranJeras tendrán ef 1cacia 

y serán reconoc1dos en la República, en todo lo que no sea 
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contrario al orden póblico interno del tstado donde se aplicará 

la sentencia extranjera. 

Así mismo en el articulo quinientos setenta del Código 

Federal de Procedimientos Civiles, señala que las sentencias, 

resoluciones jurisdiccionales y laudos arbitrales privados 

eKtranjeros se cumplirán coactivamente en la República, mediante 

homologación, en los términos de este Código y demás leyes 

aplicables, salvo lo dispuesto por los tratados y convenciones de 

los que MéKico sea parte. 



CONCLUSIONES 

1.- Nuestra legislación contiene en sus lineamientos 

jurídicos las bases necesarias para aplicar las sentencia 

eKtranJera, siempre y cuando ésta contenga los requisitos 

JUridtcos exigidos y así tenerla como perteneciente a nuestro 

orden Jurídico. 

2.- La 1mportacia de las situaciones Jurídicas en el Derecho 

Internacional, ocasionadas por el estable cambio JUrid1co que 

crea las relaciones intergubernamentales en el ámbito del Derecho 

Internacional Privado nos hace ver que son necesarios todos !os 

tratados y convenios, y así dar una mayor seguridad a las 

relaciones contractuales que lleven a cabo las personas de 

diferentes nacionalidades. 

3.- Llevar a cabo a priori los tratados bilaterales y 

multilaterales para así hacer una integración de normas 

internacionales para llegar a la meJor satisfacción de las 

necesidades humanas. 

4.- Asimismo es necesario para una mejor certidumbre en la 

aplicación de l~ sentencia extranJera, que en todo ~uzgado 

competente por la ley para aplicar el exequatur se tenga los 

anteceuentes de! derecho extranJero a aplicarse y !os tratados y 

convenios internacionales que a llevado a cabo MéH1co, y por lo 
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tanto dar mayor celeridad a este praced1miento suma_rio. 

S.- En el último párrafo del articulo 606 del COdigo de 

Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, nuestra 

Legislación determina que para aplicar la sentencia extranJera, 

el país de origen debe de ser recíproco en relación al mismo tipa 

de sentencias que nuestro país solicitare; deja ver que la 

aplicación de la sentencia extranjera es de acuerdo a la política 

que se lleve con el país solicitante; ya que es evidente que 

queda menoscabada la esencia jurídica, en virtud ae que la 

justicia no debe tener frontera alguna, y crear con esto una 

seguridad Jurídica a los intereses privadas, dentro del ámbito 

internacional. 

Teniendo como principio para lo anterior, que de todo país 

soberano emana un Derecho Nacional, el cual por su investidura 

legal resguarda las garantías de sus ciudadanos. Por lo que si la 

sentencia extranJera de cualquier país soberano y legal ante la 

anuencia internacional contiene las condiciones que determina 

nuestra ley, esta deberá ser aplicada tal como si hubiese sido 

emitida por un Juzgado nacional. 
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